Rad Nro.: 2021-00094-00

Accionante: Andrés Stivens Cardona Londoño

Accionado: Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal y otros

Decisión: Declara Improcedencia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN DE TUTELA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / DEBE PROMOVERLA EL TITULAR DEL DERECHO, UN AGENTE OFICIOSO O UN APODERADO JUDICIAL / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE SOLICITARSE LA REVISIÓN POR LA CORTE CONSTITUCIONAL.
Antes de entrar a hacer cualquier pronunciamiento frente al problema jurídico planteado, es necesario advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo Constitucional que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados por el accionante, ello, por cuanto quien la promovió, esto es el señor Andrés Stivens Cardona Londoño, no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, pero tampoco acreditó su legitimidad para representar judicialmente los intereses de la persona jurídica por quien dijo propugnar.  

Y es que la Sala no puede pasar por alto que el ciudadano aludido no adjuntó a su escrito poder alguno conferido por la representante legal de la empresa INDUJARA RG S.A.S para que represente sus intereses en sede de tutela. 

Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez Constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento…
En ese sentido, debe precisarse que en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, o desea hacerlo por intermedio de un tercero para que actúe en su nombre, tiene a su mano una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. (…)
Aunado a lo anterior, puede afirmarse que el libelista tiene a su alcance otro mecanismo de defensa judicial, como es deprecar ante el Órgano de Cierre en materia Constitucional la revisión de sentencia controvertida…
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	JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL Y OTROS

	DECISIÓN:
	DECLARA IMPROCEDENCIA 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por ANDRÉS STIVENS CARDONA LONDOÑO, quien dice propugnar por los intereses de la empresa INDUJARA RG S.A.S, en contra del JUZGADO ÚNICO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL y otros. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Según se desprende de los hechos consignados por el libelista en su escrito introductorio, y de la restante información aportada a la presente acción, tenemos que el señor JESUS ANTONIO LOSADA ZULUAGA, por intermedio de agente oficiosa, en las calendas del 6 de abril de 2021 instauró acción de tutela en contra de la empresa INDUJARA RG S.A.S, por la violación de su derecho a la estabilidad laboral reforzada (y otros), los cuales consideró quebrantados por cuanto, en síntesis, fue desvinculado sin justa causa de esa Sociedad para la cual trabajaba. 

El conocimiento del asunto le correspondió al JUZGADO ÚNICO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO Y GARANTÍAS DE SANTA ROSA DE CABAL, el cual, mediante proveído del 19 de abril de 2021 resolvió amparar los derechos del señor LOZADA ZULUAGA, en una decisión que hoy es catalogada por el señor ANDRÉS STIVENS CARDONA LONDOÑO como violatoria de las garantías fundamentales de la empresa INDUJARA RG S.A.S que dice representar, misma que en ese pretérito trámite Constitucional fungió como accionada.

Según el querellante, la sentencia reprochada encaja dentro de varias hipótesis de las anteriormente conocidas vías de hecho, especialmente por abordar un debate que escapaba de su órbita competencia, por la existencia de otras alternativas idóneas dispuestas en la jurisdicción ordinaria laboral en favor del ciudadano JESÚS ANTONIO LOSADA ZULUAGA, lo que ameritaba que no prosperaran las pretensiones de amparo formuladas en esa ocasión, como infortunadamente para él sucedió, circunstancia que dio pie a la interposición de la presente acción, con la que se busca dejar sin efectos lo resuelto por el aludido Despacho Judicial, que, valga decirse, fue ratificado por el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, que no encontró eco en los argumentos de disenso presentados por el señor CARDONA LONDOÑO cuando impugnó el fallo de su inferior funcional. 
PRETENSIONES:
Con base en lo anterior, el accionante le pidió a este Juez Colegiado en el libelo “evaluar la actuación procesal de los despachos de los JUZGADOS PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO Y EL JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO de Santa Rosa de Cabal. Y confrontar si los fallos de radiación 666823104001 -2021 -00047-01 - 666824004001 2021 -00047-01 están cumpliendo el fin esencial para lo que se creo (Sic.) la acción de tutela, como mecanismo transitorio para la garantía de derechos fundamentales, y aclarar que la acción de tutela no puede sustituir la competencia juez natural en cuanto a hechos litigiosos; y que, en el eventual caso de encontrarse alguna irregularidad procesal, se ordene la nulidad de los fallos aquí mencionados”. 
ANTECEDENTES PROCESALES:

· El Despacho sustanciador profirió auto admisorio el 21 de mayo de 2021, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al JUZGADO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE SANTA ROSA DE CABAL, el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, el señor JESUS ANTONIO LOSADA ZULUAGA y la señora DAYANA LOSADA TAMAYO. Además, se ordenó la vinculación oficiosa de todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la acción de tutela controvertida. 
Finalmente, al avizorarse falencias relacionadas con la demostración de la legitimación en la causa por activa por parte del accionante, dado que no allegó certificado de existencia y representación legal de la empresa INDUJARA RG S.A.S, tampoco se demostró la legitimación para representar a esa Sociedad, pues el ciudadano CARDONA LONDOÑO no adjuntó poder a su escrito, ni avaló su calidad de abogado, se ordenó requerirlo para que en un lapso de 3 días hábiles, subsanara dichos yerros.

· En el devenir de la actuación, la apoderada general para asuntos judiciales de Seguros de Vida Alfa S.A., la asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Trabajo, la representante judicial de la Nueva EPS y la ARL Positiva descorrieron el traslado de la presente acción indicando que entidad no tienen ningún tipo de injerencia en las pretensiones del accionante y que carecen de legitimación por pasiva. Algunas de ellas se refirieron a la improcedencia de la tutela para controvertir decisiones de esa misma naturaleza. 
· La titular del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal refirió que la presente acción no cumple con los requisitos de procedibilidad, dado que se trata de “tutela contra tutela”. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017 y posteriormente por el Decreto 333 de 2021.

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a determinar si los Despachos Judiciales involucrados vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia de la empresa INDUJARA RG S.A.S, por proferir unas providencias desfavorables a sus intereses en el trámite de una acción de tutela.
3. Solución: 

Antes de entrar a hacer cualquier pronunciamiento frente al problema jurídico planteado, es necesario advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo Constitucional que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados por el accionante, ello, por cuanto quien la promovió, esto es el señor Andrés Stivens Cardona Londoño, no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, pero tampoco acreditó su legitimidad para representar judicialmente los intereses de la persona jurídica por quien dijo propugnar.  

Y es que la Sala no puede pasar por alto que el ciudadano aludido no adjuntó a su escrito poder alguno conferido por la representante legal de la empresa INDUJARA RG S.A.S para que represente sus intereses en sede de tutela. 

Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez Constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”: 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido, debe precisarse que en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, o desea hacerlo por intermedio de un tercero para que actúe en su nombre, tiene a su mano una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. Sobre este tópico se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.” 

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, previamente citado, ha dicho
:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.
De acuerdo con lo anterior, y como viene de decirse, el libelista no justificó que su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto lo fuera ostentando la calidad de apoderado judicial, pues no hay nada que acredite que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar el poder que avalara tal calidad. 

Conforme a lo expuesto hasta ahora, resulta evidente que hay una falta de legitimación en la causa por activa en este asunto, por lo tanto, razón suficiente para declarar la improcedencia de la presente acción; tal como lo ha sostenido ese Alto Tribunal Constitucional a nivel jurisprudencial:   

“(…) cuando el proceso de tutela se promueve por intermedio de apoderado, la Corte Constitucional ha establecido que la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en un proceso ordinario para solicitar el amparo constitucional. (…)

Aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada. En el caso que la acción de tutela sea impetrada por medio de apoderado judicial, la Corte ha manifestado que debe ser abogado con tarjeta profesional y presentarse junto con la demanda de tutela un poder especial, que se presume auténtico y no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes a la acción de tutela, por medio del cual se configura la legitimación en la causa por activa sin la cual la tutela tendría que ser declarada improcedente.”

Ahora, si en gracia de discusión la Sala fuera más laxa frente al tema de la legitimación por activa, de todos modos estaríamos ante una inminente causal de improcedencia de la presente querella de amparo, dado que no se cumplen los requisitos generales para la procedencia de la tutela en contra de providencias judiciales:
 
Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional, esto es, que suponga la afectación de los derechos fundamentales del actor.

- Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio ius-fundamental de carácter irremediable.

- Que se cumpla el requisito de la inmediatez.

En relación con este requisito, se ha entendido por la jurisprudencia de esta Corte que siendo la acción de tutela un mecanismo que permite obtener la protección de las garantías de más alta envergadura dentro del ordenamiento jurídico, es necesario que quien acude a ella, lo haga dentro de un plazo razonable que sea fiel testigo de la gravedad del asunto y de la trascendencia de la afectación que se alude. Lo anterior, so pena de afectar intereses jurídicos de terceros que han consolidado ya sus situaciones jurídicas y en aras de garantizar los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada.

Con todo, la jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido que en razón a que no existe un plazo fijo de caducidad para la presentación de la acción, el término de “inmediatez” debe ser valorado en el caso en concreto, esto es, a la luz de parámetros de proporcionalidad y teniendo en cuenta tanto las particularidades de la situación que circunscribe al actor, como aquellas en las que se enmarca su pretensión. Lo anterior, de forma que sea posible verificar el que la acción haya sido ejercida dentro de un “plazo razonable”.

Ahora bien, de conformidad con lo expuesto, pueden surgir eventos en los que, a pesar de un paso muy prolongado del tiempo entre la conducta que se reputa vulneradora y el momento en que el ciudadano acudió a la acción de tutela, se podría considerar, a priori, que este requisito se ve insatisfecho; no obstante, como se indicó anteriormente, a partir de un estudio de la situación fáctica que permea el caso es posible flexibilizar su estudio concluir que se encuentra satisfecho cuando:

i) Exista una razón que justifica o explica la demora en acudir a la tutela, esto puede ser a partir de a) la ocurrencia de una situación constitutiva de caso fortuito o fuerza mayor, b) la existencia de un límite en las posibilidades reales del actor de impetrar el amparo o c) el surgimiento de un hecho sobreviniente que cambie de manera drástica las condiciones del actor y que permita entender que la acción se presentó dentro de un plazo razonable de la ocurrencia del nuevo hecho;

ii) La situación de especial vulnerabilidad en que se encuentra el actor hacen que resulte desproporcionado exigirle haber acudido a la tutela con mayor celeridad; o

iii) La vulneración respecto de la que se busca el amparo ius-fundamental es actual y sus efectos nocivos se han extendido en el tiempo.

En conclusión, esta Corte ha reconocido que la exigencia de inmediatez, en materia de tutela contra providencia judicial, lo que busca es garantizar un accionar razonable de la tutela que impida que ésta termine constituyéndose en una afronta desproporcionada a la seguridad jurídica y que permita reprochar la negligencia y el descuido en su ejercicio.

- Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte accionante.

- Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.

- Que no se trate de sentencias de tutela.”
Si aterrizamos los anteriores presupuestos al caso que nos ocupa, se puede colegir a prima facie que esta Sala de Decisión se encuentra maniatada para dar solución a la controversia planteada por el accionante, que consiste en establecer si los Juzgados demandados desconocieron sus derechos fundamentales con lo decidido en el trámite tutelar de primera y segunda instancia en la acción de amparo incoada por el señor JESÚS ANTONIO LOZADA ZULUAGA; y es que como viene de verse, la jurisprudencia pacífica de la jurisdicción Constitucional nos ha enseñado desde sus inicios que siempre será inviable controvertir en sede de tutela lo resuelto o decidido en un trámite de igual naturaleza, máxime cuando el único Órgano que tiene competencia para revisar ese tipo de decisiones es la Corte Constitucional.
Aunado a lo anterior, puede afirmarse que el libelista tiene a su alcance otro mecanismo de defensa judicial, como es deprecar ante el Órgano de Cierre en materia Constitucional la revisión de sentencia controvertida, así lo ha indicado propiamente esa Corporación, mírese: 

“… El afectado e inconforme con un fallo en esa jurisdicción, puede acudir ante la Corte Constitucional para solicitar su revisión. En el trámite de selección y revisión de las sentencias de tutela la Corte Constitucional analiza y adopta la decisión que pone fin al debate constitucional. Este procedimiento garantiza que el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional conozca la totalidad de las sentencias sobre la materia que se profieren en el país y, mediante su decisión de no seleccionar o de revisar, defina cuál es la última palabra en cada caso. Así se evita la cadena de litigios sin fin que se generaría de admitir la procedencia de acciones de tutela contra sentencias de tutela, pues es previsible que los peticionarios intentarían ejercerla sin límite en busca del resultado que consideraran más adecuado a sus intereses lo que significaría dejar en la indefinición la solicitud de protección de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional, como órgano de cierre de las controversias constitucionales, pone término al debate constitucional, e impide mantener abierta una disputa que involucra los derechos fundamentales de la persona, para garantizar así su protección oportuna y efectiva.”

(…) 

“La única alternativa para manifestar inconformidad con la sentencia de tutela de segunda instancia propiamente dicha que se encuentra en firme, es la intervención de la parte interesada en el proceso de selección para revisión ante la Corte Constitucional, ya que de otra forma se propiciaría una cadena interminable de demandas contra sentencias de tutela, lo que pugna contra la efectividad de este mecanismo de protección constitucional (art. 86 C.P.), contra el principio fundamental dirigido a asegurar el goce efectivo de los derechos y deberes constitucionales (art. 2 C.P.) y contra el principio de la seguridad jurídica.

Este tratamiento diferencial según el tipo de sentencia judicial – los fallos de tutela y las demás providencias - se justifica por la especificidad del mecanismo judicial para la protección de los derechos fundamentales. Los eventuales errores de los jueces de tutela constitutivos de vías de hecho pueden ser corregidos en el trámite de revisión que se surte por parte de la Corte Constitucional como órgano de cierre del ordenamiento jurídico y garante de la seguridad jurídica.” 

Es de resaltar que esa línea de pensamiento se ha mantenido vigente con el pasar del tiempo, por ejemplo, en la Sentencia T-093 de 2018 sostuvo el Alto Tribunal que: 
“… esta Corporación en la Sentencia SU-627 de 2015 precisó lo siguiente:

 

(a) “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla general es la de que no procede”.
 
(b) “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.
 
(c) “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”.
En efecto, esta Corporación advierte que, si bien el recurso de amparo puede llegar a ser viable contra una sentencia proferida dentro de un proceso de la misma naturaleza, ello sólo resulta posible en situaciones de fraude, lo cual no se encuentra demostrado en la presente oportunidad.

(…)

4.4. En este sentido, la Sala considera pertinente reiterar que el trámite de eventual revisión de todas las decisiones de tutela por parte de la Corte Constitucional se erige como “un control específico e idóneo de los fallos de instancia que violan de manera grosera la Constitución” y, por ello, la procedencia del recurso de amparo contra sentencias proferidas dentro de procesos de la misma naturaleza es de carácter excepcional y está restringida únicamente a casos en los cuales se pruebe “de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en una anterior acción de tutela fue producto de una situación de fraude que atenta contra el ideal de justicia presente en el derecho”. En consecuencia, la acción de tutela no puede utilizarse para reabrir el debate probatorio o sustantivo concluido por los jueces constitucionales en un trámite de amparo anterior, como lo pretende la aseguradora actora en esta ocasión.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, la cual, de ninguna manera puede ser utilizada como especie de instancia adicional de asuntos que ya fueron debatidos y definidos ante otra autoridad judicial, en virtud de lo cual, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada por el señor ANDRÉS STIVENS CARDONA LONDOÑO.
Por lo expuesto, La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor ANDRÉS STIVENS CARDONA LONDOÑO en contra del JUZGADO ÚNICO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL y otros; acorde con los argumentos presentados en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
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